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             EXPEDIENTE. T-2a. 66001-31-18-001-2016-00050-01
___________________________________________________________________________________________________

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala No.5 de Asuntos Penales para Adolescentes

Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, dieciséis (16) de junio de dos mil dieciséis

Acta No. 285 del 16-06-2016
Expediente 66001-31-18-001-2016-00050-01
I. ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación propuesta frente a la sentencia proferida el día 4 de mayo de este año, por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, dentro en la acción de tutela instaurada por MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE en contra de las Gerencias Nacionales de Nómina y Reconocimiento, y la Vicepresidencia de Beneficios de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES-.

II. ANTECEDENTES

1. El ciudadano MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE por intermedio de apoderado judicial promovió la acción, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, vida y seguridad social, que considera conculcados por la omisión en la que incurre Colpensiones, a quien pide se ordene reconocer y pagar su pensión de vejez dando aplicación a la Sentencia SU 769 de 2014 y el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de ese mismo año, desde el 21 de marzo de 2005. 

2. Los hechos a continuación se resumen:

(i) Dice el actor, nació el 21 de marzo de 1945 y actualmente tiene 71 años de edad.

(ii) Que realizó aportes al sector público y privado, en el municipio de Quinchía – Risaralda y Colpensiones.

(iii) Expresó que el 26 de agosto de 2015 elevó solicitud para el reconocimiento de la pensión de vejez a la entidad accionada y solicitó la aplicación de la sentencia SU 769 de 2014, la cual permite reunir tiempos en sector público y privado.

(iv) Mediante Resolución GN 11901 del 18 de enero de 2016, Colpensiones negó el reconocimiento y pago de la pensión de vejez por no reunir los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, ni el Acto Legislativo 01 de 2005, decisión recurrida en apelación y despachada desfavorablemente mediante Resolución  No. VPB 13806 del 28 de marzo de 2016. 

(v) Arguyó que es beneficiario del régimen de transición en virtud del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que al 1 de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad y por ende es dable aplicarle el acuerdo 049 de 1990.

(vi) Señaló que tiene 194.85 semanas cotizadas en el municipio de Quinchía, R. y 592.86 semanas en la Administradora Colombiana de Pensiones.

(vii) Explicó que en los últimos 20 años al cumplimiento de la edad mínima para la pensión, sumó un total de 505 semanas cotizadas en el sector público y privado y en consecuencia es acreedor a la pensión de vejez que pregona el acuerdo 049 de 1990. 

3. A la demanda se acompaña fotocopia de (a) cédula de ciudadanía; (b) Formato de solicitud de prestaciones económicas; (c) Resolución GNR 11901 del 18 de enero de 2016 y su respectiva notificación; (d) Recurso de apelación del 10 de febrero de 2016; (e) Resolución VPB 13806  de 28 de marzo de 2016 y su notificación; (f) Certificado de tiempos laborados en el municipio de Quinchía, R.; (g) Reporte de semanas cotizadas a Colpensiones; y (h) Declaración extraproceso del actor (Fl. 12 al 43, del Cd No.1).

4. Correspondió el conocimiento de la acción al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento. La admitió por auto del 20 de abril de 2016, dispuso su notificación a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, de Nómina de Colpensiones y la Vicepresidenta de Beneficios de esa entidad; se le enteró a la Gerencia Nacional de Defensa Judicial para que ejercieran su derecho de defensa (Fl. 44, íd.).

4.1. La entidad accionada dio respuesta a la acción y argumentó que no es competencia del juez de tutela analizar de fondo el reconocimiento de la pensión de vejez por vía constitucional puesto que el mecanismo legal es la jurisdicción ordinaria laboral (Fl. 49 al 56, íd.). 

III. LA SENTENCIA IMPUGNADA
1. Culminó con el fallo proferido el 4 de mayo último. El a quo denegó por improcedente el amparo deprecado.  Argumentó que el actor no puede ser considerado como persona de la tercera edad para protegerle el derecho reclamado, pues no es sujeto de especial protección, aunado a que el medio idóneo para reclamar el derecho que le concurre es la jurisdicción ordinaria laboral. 

2. El togado del tutelante impugnó lo decidido reiterando la cita jurisprudencial invocada en el escrito de tutela, sostuvo que el actor se encuentra bajo un perjuicio irremediable. Solicitó se revoque la decisión y se acceda al reconocimiento de la pensión de vejez al accionante (fls. 68 al 71 íd.).

Visto lo anterior, se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,
IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Esta Corporación es competente para conocer de la tutela, de conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Política y los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.
2. Es suficientemente conocido que la acción de tutela es un instrumento procesal de trámite preferente y sumario, establecido por el artículo 86 de la Carta Política de 1991, con el objeto de que las personas, por sí mismas o a través de apoderado o agente oficioso, pueda reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados de violación por la acción u omisión de cualquiera autoridad pública, o de los particulares.  Este mecanismo de protección, es de carácter residual y subsidiario porque solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio judicial de salvaguarda, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
3. Desde antaño, la Corte Constitucional ha establecido que el reconocimiento de la pensión de vejez por vía de tutela es excepcional. 

Ha precisado que, aunque en principio la existencia de otros medios de defensa judicial hace improcedente la acción de tutela, la sola existencia formal de uno de estos mecanismos no implica per se que ella deba ser denegada. En realidad, para poder determinar cuál es el medio adecuado de protección, se hace imprescindible que el juez constitucional entre a verificar si, cumplidos ciertos condicionamientos, las acciones disponibles protegen eficazmente los derechos de quien interpone la acción o si, por el contrario, los mecanismos ordinarios carecen de tales características, evento en el cual el juez puede otorgar el amparo.
De acuerdo con esta jurisprudencia reiterada, puede sostenerse que para que proceda el reconocimiento, reajuste o pago de prestaciones pensionales en sede de tutela, el juez constitucional debe verificar: i) Que la falta de reconocimiento o reajuste de la pensión de jubilación o vejez se origine en actuaciones que, prima facie, desvirtúen la presunción de legalidad que recae sobre las actuaciones de la administración pública; ii) que se encuentre acreditado el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para que proceda el reconocimiento, pago o reajuste de la pensión o que, sin encontrarse plenamente demostrado la reunión de los mismos, exista un alto grado de certeza respecto de la procedencia de la solicitud, iii) que la falta de reconocimiento, reajuste o pago de la pensión vulnere o amenace un derecho fundamental y iv) que la acción de tutela resulte necesaria para evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.

IV. EL CASO CONCRETO

1. Se recuerda que en el presente asunto, el ciudadano MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE interpuso acción de tutela, tras considerar que la entidad accionada vulnera sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la dignidad humana, a la igualdad y a la seguridad social, al negar mediante actos administrativos el reconocimiento de su pensión de vejez, bajo el argumento que no cumple con uno de los requisitos para ser beneficiario del régimen de transición. 

2. Partiendo de las premisas jurídicas anotadas, advierte esta Sala, que se está frente a una persona de especial protección constitucional, no solo por su edad (71 años), aunque no pertenece al grupo de personas de la tercera edad
, no ha de desconocerse que solo le resta poco más de un año para tal efecto. Además su estado de salud debe ser considerado a su favor, pues expresa es delicado (fl. 6 íd). 
Así mismo, aquellos dos factores, edad y condiciones actuales de salud, reflejan que no se encuentra en capacidad de laborar, lo que afecta su mínimo vital, y, por lo tanto, trae consigo un perjuicio irremediable que se haría perdurable en el tiempo, si se le obligase a acudir a la vía ordinaria, bastante congestionada en este distrito, que además lo más probable es que se extienda a dos instancias, bien por la apelación o la consulta de la decisión, situación que por la avanzada edad del actor, torna inidónea la acción ordinaria para salvaguardar con eficacia los derechos constitucionales . 

A lo que debe aunarse que las circunstancias que rodean las condiciones económicas al actor, no fueron rebatidas por la entidad accionada, en ninguna de las sedes constitucionales transitadas y que la acción se interpone una vez notificada la resolución que niega la pensión, dada la inminente necesidad de su reconocimiento, por las mismas circunstancias ya explicadas.

3. Superado, entonces, el test de procedencia de la acción, esta Sala se ve precisada a revisar si en este caso se cumplen los requisitos legales para obtener la pensión de vejez que reclama el tutelante.

3.1. Aquí la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones negó la pensión de vejez, bajo el argumento que, no obstante el asegurado ser beneficiario del régimen de transición en razón de su edad –Decreto 758 de 1990-, no acreditó 750 semanas al 25 de julio de 2005, razón por la cual no es favorecido de la extensión a 2014, como tampoco alcanzó las 1.000 al 31 de julio de 2010, y a la luz de la Ley 100 de 1993 no dio cuenta de las 1.300 requeridas.   
3.1. Ahora, reclama el togado representante, debe atenderse el contenido de la sentencia SU 769 de 2014, que refiere la acumulación de lo cotizado a entidades públicas y empleadores privados, bajo los siguientes términos, “(…) la interpretación que más se compasa con los principios de favorabilidad y pro homine, es la que, en aplicación del Acuerdo 0496 de 1990 permite acumular los tiempos cotizados a entidades públicas y a empleadores privados, para que aquellas personas que acrediten 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, accedan a la pensión de vejez”. 

Luego entonces, pide el reconocimiento de la prestación económica al señor Castro Arroyave, a partir del 21 de marzo de marzo de 2005, aplicando la mentada jurisprudencia, el Acuerdo 049 de 1990 y el Decreto 758 del mismo año. 
4. Ahora, para la Sala es claro que Colpensiones reconoció al actor el régimen de transición al cumplir con el requisito de edad, para luego, a efectos de las semanas cotizadas, realizar su estudio bajo las diferentes prórrogas que tal régimen ha tenido lugar. Es decir, que de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Política, dispuso en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
La censura aquí trazada no es otra que si se realiza la sumatoria de semanas de tiempos públicos y privados de cotización al sistema, el señor Manuel José Castro, sí acreditaría las 750 que requiere para ser beneficiario de la prestación económica de vejez. 
Sin embargo observa la Sala que efectuada tal operación, el actor no supera el referido guarismo de que trata la norma, pues las cotizadas por el Municipio de Quinchía y las demás que aportó al sistema hasta el 29 de julio de 2005 -entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005-, en verdad solo reporta 619,423 semanas para ese efecto, según el reporte relacionado contenido en la Resolución GNR 11901 del 18 de enero de 2016 (fl. 18 cd ppal.) 
De ahí entonces que la aplicación o no de la sentencia SU769 de 2014, resulta irrelevante en este caso, advirtiendo que, si en gracia de discusión se diera a ella aplicación, tampoco superaría la densidad de semanas que el régimen de transición y sus extensiones demandan para otorgar la pensión de vejez. 
4. Teniendo como base las consideraciones jurídicas planteadas, se confirmará la sentencia impugnada, toda vez que la decisión de Colpensiones no se origina en actuaciones que prima facie desvirtúen su legalidad. En consecuencia, considera la Sala que, a pesar de las condiciones en que actualmente se encuentra el actor, deberá acudir a un juez laboral, a fin de que determine si le asiste el derecho que ahora se reclama por esta vía constitucional. 

V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión No.5 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo del 4 de mayo de 2016 emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, invocado MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVÉ contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES- pero por las razones expuestas en este proveído. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a los interesados por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992).    
TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese y notifíquese

Los Magistrados,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO  


MANUEL YARZAGARAY BANDERA
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala No.5 de Asuntos Penales para Adolescentes
Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, _____ (xx) de mayo de dos mil dieciséis
Acta No. ___ de _____-2016
Expediente 66001-31-18-001-2016-00050-01
I. ASUNTO
Procede la Judicatura a resolver la impugnación propuesta frente a la sentencia proferida el día 4 de mayo de este año, por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, dentro en la acción de tutela instaurada por MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE en contra de las Gerencias Nacionales de Nómina y Reconocimiento, y la Vicepresidencia de Beneficios de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES-.
II. ANTECEDENTES
1. El ciudadano MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE por intermedio de apoderado judicial promovió la acción, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, igualdad, vida y seguridad social, que considera conculcados por la omisión en la que incurre Colpensiones, a quien pide se ordene reconocer y pagar su pensión de vejez dando aplicación a la Sentencia SU 769 de 2014 y el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de ese mismo año, desde el 21 de marzo de 2005. 
2. Los hechos a continuación se resumen:
(i) Dice el actor, nació el 21 de marzo de 1945 y actualmente tiene 71 años de edad.

(ii) Que realizó aportes al sector público y privado, en el municipio de Quinchía – Risaralda y Colpensiones.
(iii) Expresó que el 26 de agosto de 2015 elevó solicitud para el reconocimiento de la pensión de vejez a la entidad accionada y solicitó la aplicación de la sentencia SU 769 de 2014, la cual permite reunir tiempos en sector público y privado.
(iv) Mediante Resolución GN 11901 del 18 de enero de 2016, Colpensiones negó el reconocimiento y pago de la pensión de vejez por no reunir los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, ni el Acto Legislativo 01 de 2005, decisión recurrida en apelación y despachada desfavorablemente mediante Resolución  No. VPB 13806 del 28 de marzo de 2016. 
(v) Arguyó que es beneficiario del régimen de transición en virtud del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que al 1 de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad y por ende es dable aplicarle el acuerdo 049 de 1990.
(vi) Señaló que tiene 194.85 semanas cotizadas en el municipio de Quinchía, R. y 592.86 semanas en la Administradora Colombiana de Pensiones.
(vii) Explicó que en los últimos 20 años al cumplimiento de la edad mínima para la pensión, sumó un total de 505 semanas cotizadas en el sector público y privado y en consecuencia es acreedor a la pensión de vejez que pregona el acuerdo 049 de 1990. 

3. A la demanda se acompaña fotocopia de (a) cédula de ciudadanía; (b) Formato de solicitud de prestaciones económicas; (c) Resolución GNR 11901 del 18 de enero de 2016 y su respectiva notificación; (d) Recurso de apelación del 10 de febrero de 2016; (e) Resolución VPB 13806  de 28 de marzo de 2016 y su notificación; (f) Certificado de tiempos laborados en el municipio de Quinchía, R.; (g) Reporte de semanas cotizadas a Colpensiones; y (h) Declaración extraproceso del actor (Fl. 12 al 43, del Cd No.1).
4. Correspondió el conocimiento de la acción al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento. La admitió por auto del 20 de abril de 2016, dispuso su notificación a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, de Nómina de Colpensiones y la Vicepresidenta de Beneficios de esa entidad; se le enteró a la Gerencia Nacional de Defensa Judicial para que ejercieran su derecho de defensa (Fl. 44, íd.).
4.1. La entidad accionada dio respuesta a la acción y argumentó que no es competencia del juez de tutela analizar de fondo el reconocimiento de la pensión de vejez por vía constitucional puesto que el mecanismo legal es la jurisdicción ordinaria laboral (Fl. 49 al 56, íd.). 
III. LA SENTENCIA IMPUGNADA
1. Culminó con el fallo proferido el 4 de mayo último. El a quo denegó por improcedente el amparo deprecado.  Argumentó que el actor no puede ser considerado como persona de la tercera edad para protegerle el derecho reclamado, pues no es sujeto de especial protección, aunado a que el medio idóneo para reclamar el derecho que le concurre es la jurisdicción ordinaria laboral. 

2. El togado del tutelante impugnó lo decidido reiterando la cita jurisprudencial invocada en el escrito de tutela, sostuvo que el actor se encuentra bajo un perjuicio irremediable. Solicitó se revoque la decisión y se acceda al reconocimiento de la pensión de vejez al accionante (fls. 68 al 71 íd.).

Visto lo anterior, se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,
IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Esta Corporación es competente para conocer de la tutela, de conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Política y los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.
2. Es suficientemente conocido que la acción de tutela es un instrumento procesal de trámite preferente y sumario, establecido por el artículo 86 de la Carta Política de 1991, con el objeto de que las personas, por sí mismas o a través de apoderado o agente oficioso, pueda reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados de violación por la acción u omisión de cualquiera autoridad pública, o de los particulares.  Este mecanismo de protección, es de carácter residual y subsidiario porque solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio judicial de salvaguarda, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
3. Desde antaño, la Corte Constitucional ha establecido que el reconocimiento de la pensión de vejez por vía de tutela es excepcional. 

Ha precisado que, aunque en principio la existencia de otros medios de defensa judicial hace improcedente la acción de tutela, la sola existencia formal de uno de estos mecanismos no implica per se que ella deba ser denegada. En realidad, para poder determinar cuál es el medio adecuado de protección, se hace imprescindible que el juez constitucional entre a verificar si, cumplidos ciertos condicionamientos, las acciones disponibles protegen eficazmente los derechos de quien interpone la acción o si, por el contrario, los mecanismos ordinarios carecen de tales características, evento en el cual el juez puede otorgar el amparo.
De acuerdo con esta jurisprudencia reiterada, puede sostenerse que para que proceda el reconocimiento, reajuste o pago de prestaciones pensionales en sede de tutela, el juez constitucional debe verificar: i) Que la falta de reconocimiento o reajuste de la pensión de jubilación o vejez se origine en actuaciones que, prima facie, desvirtúen la presunción de legalidad que recae sobre las actuaciones de la administración pública; ii) que se encuentre acreditado el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para que proceda el reconocimiento, pago o reajuste de la pensión o que, sin encontrarse plenamente demostrado la reunión de los mismos, exista un alto grado de certeza respecto de la procedencia de la solicitud, iii) que la falta de reconocimiento, reajuste o pago de la pensión vulnere o amenace un derecho fundamental y iv) que la acción de tutela resulte necesaria para evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.

IV. EL CASO CONCRETO
1. Se recuerda que en el presente asunto, el ciudadano MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVE interpuso acción de tutela, tras considerar que la entidad accionada vulnera sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la dignidad humana, a la igualdad y a la seguridad social, al negar mediante actos administrativos el reconocimiento de su pensión de vejez, bajo el argumento que no cumple con uno de los requisitos para ser beneficiario del régimen de transición. 
2. Partiendo de las premisas jurídicas anotadas, advierte esta Sala, que se está frente a una persona de especial protección constitucional, no solo por su edad (71 años), aunque no pertenece al grupo de personas de la tercera edad
, no ha de desconocerse que solo le resta poco más de un año para tal efecto. Además su estado de salud debe ser considerado a su favor, pues expresa es delicado (fl. 6 íd). 
Así mismo, aquellos dos factores, edad y condiciones actuales de salud, reflejan que no se encuentra en capacidad de laborar, lo que afecta su mínimo vital, y, por lo tanto, trae consigo un perjuicio irremediable que se haría perdurable en el tiempo, si se le obligase a acudir a la vía ordinaria, bastante congestionada en este distrito, que además lo más probable es que se extienda a dos instancias, bien por la apelación o la consulta de la decisión, situación que por la avanzada edad del actor, torna inidónea la acción ordinaria para salvaguardar con eficacia los derechos constitucionales . 

A lo que debe aunarse que las circunstancias que rodean las condiciones económicas al actor, no fueron rebatidas por la entidad accionada, en ninguna de las sedes constitucionales transitadas y que la acción se interpone una vez notificada la resolución que niega la pensión, dada la inminente necesidad de su reconocimiento, por las mismas circunstancias ya explicadas.

3. Superado, entonces, el test de procedencia de la acción, esta Sala se ve precisada a revisar si en este caso se cumplen los requisitos legales para obtener la pensión de vejez que reclama el tutelante.

3.1. Aquí la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones negó la pensión de vejez, bajo el argumento que, no obstante el asegurado ser beneficiario del régimen de transición en razón de su edad –Decreto 758 de 1990-, no acreditó 750 semanas al 25 de julio de 2005, razón por la cual no es favorecido de la extensión a 2014, como tampoco alcanzó las 1.000 al 31 de julio de 2010, y a la luz de la Ley 100 de 1993 no dio cuenta de las 1.300 requeridas.   
3.1. Ahora, reclama el togado representante, debe atenderse el contenido de la sentencia SU 769 de 2014, que refiere la acumulación de lo cotizado a entidades públicas y empleadores privados, bajo los siguientes términos, “(…) la interpretación que más se compasa con los principios de favorabilidad y pro homine, es la que, en aplicación del Acuerdo 0496 de 1990 permite acumular los tiempos cotizados a entidades públicas y a empleadores privados, para que aquellas personas que acrediten 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, accedan a la pensión de vejez”. 

Luego entonces, pide el reconocimiento de la prestación económica al señor Castro Arroyave, a partir del 21 de marzo de marzo de 2005, aplicando la mentada jurisprudencia, el Acuerdo 049 de 1990 y el Decreto 758 del mismo año. 
4. Ahora, para la Sala es claro que Colpensiones reconoció al actor el régimen de transición al cumplir con el requisito de edad, para luego, a efectos de las semanas cotizadas, realizar su estudio bajo las diferentes prórrogas que tal régimen ha tenido lugar. Es decir, que de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Política, dispuso en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
La censura aquí trazada no es otra que la procedencia de sumatoria de tiempos cotizados a una u otra entidad, discusión que no ha sido pacífica en la jurisdicción laboral, pues según proveído SL6297 de 2014, la Sala de Casación de esa especialidad de la Corte Suprema de Justicia accedió a tal pretensión, así se expresó: 
“En tales condiciones, el Tribunal incurrió en la transgresión legal denunciada, en la medida que, encontrándose el demandante en régimen de transición, el tiempo laborado por éste en la entidad oficial INDUMIL sí resultaba acumulable para completar los 20 años de aportes que exige la L. 71/1988 art. 7, así no hubiera sido objeto de cotización o aporte a una entidad de previsión social.”
 
No obstante, con posterioridad, en decisiones SL16104 de 2014 y SL16081 de 2015, planteó una nueva postura:
“Para resolver el cuestionamiento atinente a la posibilidad de sumar tiempos de servicio oficial no cotizados a las cotizaciones efectuadas al Instituto demandado para acceder a las pensiones previstas en regímenes anteriores al concebido en la Ley 100 de 1993, merced al régimen de transición de la misma normativa, es suficiente decir que esta temática ha sido abordada por la Corte en los términos que pasan a explicarse:

En primer lugar, ha considerado la jurisprudencia que tal posibilidad no procede respecto de pensiones de vejez previstas en los Acuerdos expedidos por el Instituto Radicado n°. 8860 13 demandado, específicamente el vigente en el término inmediatamente anterior a la Ley 100 de 1993, el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por Decreto 758 del mismo año, pues cuando el Parágrafo Primero del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 alude a tal medida, remite es al artículo 33 de ese cuerpo normativo, esto es, a la pensión de vejez del Sistema General de Seguridad Social Integral allí concebido, no a la pensión de esa naturaleza que otorgara el demandado conforme a sus Acuerdos y que aún subsiste por el régimen de transición.”
subrayas fuera de texto.”
4. Teniendo como base las consideraciones jurídicas planteadas, se confirmará la sentencia impugnada, toda vez que la decisión de Colpensiones tiene fundamento en estos últimos pronunciamientos de la Sala de Casación Laboral. Por tanto, la negativa del reconocimiento pensional no se origina en actuaciones que prima facie desvirtúen su legalidad. En consecuencia, considera la Sala que, a pesar de las condiciones en que actualmente se encuentra el actor, deberá acudir a un juez laboral, a fin de que determine si le asiste el derecho que ahora se reclama por esta vía constitucional. 
V. DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión No.5 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo del 4 de mayo de 2016 emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, invocado MANUEL JOSÉ CASTRO ARROYAVÉ contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES- pero por las razones expuestas en este proveído. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a los interesados por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992).    
TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese y notifíquese
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO  

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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